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Sr. Ministro:

V I S T O S; y

R E S U L T A N D O:

Cotejó:

PRIMERO. Antecedentes. En enero de 2011, la Procuraduría Federal del Consumidor (en adelante “ la PROFECO”) publicó en la Revista del Consumidor, núm. 407, de enero de 2011 un estudio de calidad de purés de tomate, en el que realizó 1,262 pruebas a 18 productos distintos. En dicha revista se señaló que el producto que resultó mejor era el de ********** (en adelante “**********” o “la Empresa”) ya que: (i) a pesar de ser condimentado tiene alto contenido de tomate; (ii) tiene poca sal; (iii) no contiene colorantes, conservadores, almidones ni espesantes; y (iv) tiene un precio accesible: $1.80 por 100 g., en promedio.

Posteriormente, La Empresa en su sitio de internet: http://www.lacostena.com.mx/noticias.html publicó: 

“El puré de Tomate de **********, el mejor

La Revista del Consumidor, en su edición de enero, señaló al Puré de Tomate de ********** como el mejor dentro de un análisis que se hizo de 18 marcas diferentes. Entre los beneficios a resaltar del producto estuvieron: gran contenido de tomate, no contiene colorantes, ni conservadores, almidones ni espesantes y tiene un precio accesible.
********** entre sus premisas básicas tiene: la calidad el sabor, los ingredientes naturales y un precio justo.

Sin duda, un orgullo para una empresa 100% mexicana, que produce todo con calidad nacional.”

Como consecuencia de dicha publicación, el 29 de abril de 2011 la Dirección General de Procedimientos de la Subprocuraduría de Servicios de la Procuraduría Federal del Consumidor, emitió el oficio SPS/DGP/0314/2011 mediante el cual inició el procedimiento por infracciones a la Ley Federal de Protección al Consumidor (en adelante la Ley) al presumir violados los artículos 32 y 44 de la misma.
 Agotados los trámites correspondientes el 2 de agosto de 2011 la misma Dirección General emitió resolución mediante la cual resolvió imponer a La Empresa, una multa de $600,000.00 por violación al artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y otra por la cantidad de $400,000.00 por violar el artículo 32 de la misma ley (lo cual suma un total de $1,000,000.00).

Inconforme, la ahora quejosa interpuso recurso de revisión el cual fue resuelto el 3 de octubre de 2011 por la Subprocuraduría de Servicios de la Procuraduría Federal del Consumidor en el sentido de confirmar la resolución impugnada. 
En consecuencia, la ahora quejosa inició juicio contencioso administrativo, el cual fue admitido el 4 de enero de 2012 por la Segunda Sala Regional de Hidalgo del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, bajo el número de expediente 42/12-11-02-5-OT. Agotados los trámites correspondientes, el 8 de mayo de 2012 dicha Sala Regional resolvió reconocer la validez de las resoluciones impugnadas. 
SEGUNDO. Demanda de Amparo. Por  escrito  presentado  el 13 de junio de 2012,  ante la autoridad responsable, **********, en su carácter de autorizada de La Empresa solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal contra  la sentencia dictada el 8 de mayo de 2012 dentro del juicio contencioso administrativo 42/12-11-02-5-OT emitida por la Segunda Sala Regional de Hidalgo del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

La parte quejosa invocó como derechos humanos violados en su perjuicio, los reconocidos en los artículos 6, 7, 14, 16, 17 y 22 constitucionales, así como en los diversos y análogos de la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos. En su demanda de amparo expresó los siguientes conceptos de violación:
PRIMERO.- El segundo párrafo del artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor es inconstitucional por ser contrario al derecho fundamental de libertad de expresión, imprenta y acceso a la información al restringir dichos derechos sin justificación o razón legítima alguna.

La libertad de expresión es el derecho fundamental por excelencia que determina las condiciones de existencia y de posibilidad de un régimen democrático. La libertad de expresión es una condición necesaria para que se pueda considerar que en un determinado país existe una participación democrática, entendida ésta en el sentido que todo individuo tiene la libertad para participar e influir en la vida pública del país de su pertenencia.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que una restricción de las posibilidades de divulgación representa directamente, y en la misma medida, un límite de expresarse libremente. 

La libertad de expresión no es un derecho absoluto, sino que puede ser restringido. No obstante dichas restricciones deben de cumplir con los siguientes requisitos: a) que la medida restrictiva esté prevista por la ley; b) que su propósito sea proteger un derecho o un interés público prevaleciente; c) que la restricción sea proporcional al fin legítimo que se persigue; y d) que dicha medida sea necesaria en una sociedad democrática.

En el caso concreto, el segundo párrafo del artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor es inconstitucional pues va más allá de lo previsto por el texto constitucional y los tratados internacionales, imponiendo una restricción que no justifica su legitimación, no establece los alcances de la limitación y conlleva restringir el derecho a difundir información del cual goza la quejosa, así como el de los consumidores para acceder por cualquier medio a cierta información.

Es decir, a pesar que la Ley Federal de Protección al Consumidor tiene el objetivo de proteger a la clase consumidora de posibles abusos por parte de empresas o proveedores de bienes y servicios con fundamento en el artículo 28 de la Constitución, la imposición de una restricción como la establecida en el artículo 44 de la multicitada ley va más allá e impone una restricción sin sustento, justificación o razón de protección alguna que legitime su aplicación.

En efecto, de la exposición de motivos de las reformas realizadas a la Ley Federal de Protección al Consumidor mediante la cual se agregó el párrafo impugnado, se desprende que no se dio ninguna razón o justificación para imponer esa restricción a la libertad de expresión. De esta manera, se desconocen las razones o el bien jurídico que el legislador pretendió proteger mediante la incorporación del segundo párrafo al artículo 44 de la multicitada ley.

Por todo lo anterior, al no existir una razón justificada por parte del Estado Mexicano para restringir la difusión de los resultados a las investigaciones realizadas por la PROFECO, se vulnera la libertad de expresión de la que gozan tanto la hoy quejosa como los consumidores en general, por lo cual se debe declarar la inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y de manera consecuente dejar sin efectos la sentencia reclamada.
SEGUNDO.- En el caso hubo una violación al principio de tipicidad aplicable al caso en virtud de que se está ante una norma del derecho administrativo sancionador. En efecto, la sala responsable no valora adecuadamente el argumento de la quejosa, ya que la PROFECO en violación al principio de tipicidad, no señaló por qué la información que La Empresa presentó en la sección de noticias de su página de internet era publicidad, máxime cuando dicha publicación no tenía fines comerciales sino meramente informativos. 
El artículo 32 de la Ley Federal de Protección al Consumidor establece que la información o publicidad engañosa es aquella que induce al error o confusión.
 Por lo tanto, no es suficiente que la publicidad posiblemente induzca al error. No obstante, la PROFECO pretende sancionar a la quejosa sin señalar los motivos o razones por los cuales considera que se induce a los consumidores a caer en un error o confusión, sino que basado en una mera suposición o en una posibilidad determina una multa a cargo de la quejosa. 
Por otra parte, el artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, a contrario sensu, permite que los resultados de las investigaciones de la PROFECO sean utilizados por los proveedores para fines no relacionados con fines publicitarios o comerciales. Por lo tanto, si no se demostró que la quejosa haya utilizado la información con fines publicitarios o comerciales, la sala responsable debió haber revocado la multa.

TERCERO.-  La PROFECO emitió la resolución impugnada y la resolución de origen violando el principio de exhaustividad y congruencia que rige a los actos administrativos ya que no tomó en cuenta ni valoró los argumentos presentados por la quejosa dentro de su recurso de revisión. Lo anterior es así, toda vez que del recurso de revisión interpuesto se desprende que la información del sitio de internet de la quejosa, de ninguna manera ha sido utilizado con fines publicitarios o comerciales, lo cual nunca fue considerado por la PROFECO.
CUARTO.- La sala responsable confundió el sentido del argumento presentado por la quejosa y lo resolvió por lo tanto de manera incongruente con lo solicitado. Lo anterior es así, toda vez que dicha sala resolvió sobre la ausencia o falta de motivación de las consideraciones de la PROFECO siendo que el concepto de nulidad se planteó que dicha autoridad no consideró los elementos presentados por La Empresa para desvirtuar el carácter grave de la supuesta infracción. Situación que sí es facultad del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa valorar. Además, la multa impuesta es excesiva y va más allá de lo lícito y razonable.

TERCERO. Sentencia del Tribunal Colegiado. Por acuerdo de 8 de noviembre de 2012 la Presidenta del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, a quien por razón de turno correspondió el conocimiento del asunto, admitió la demanda de garantías, ordenando formar y registrar el expediente bajo el número A.D. 787/2012. Seguidos los trámites correspondientes, el 22 de marzo de 2013 el órgano colegiado dictó sentencia en la que negó el amparo solicitado de acuerdo a las siguientes consideraciones:

· El derecho fundamental de libertad de expresión es uno de los llamados derechos civiles que se refieren al ámbito de las limitaciones del poder frente a los gobernados. Se trata de un derecho subjetivo que impone deberes negativos para el Estado y los demás gobernados, referido a la manifestación libre de las ideas políticas, religiosas o de cualquier índole.
· Respecto a los límites al ejercicio de la libertad de expresión cabe decir que el artículo 7º constitucional sostiene que la libertad de expresión “no tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública.” Por su parte el artículo 6° constitucional dispone que “la manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa” salvo que se ataque la moral, los derechos de terceros, se provoque algún delito o se perturbe el orden público.
· Por su parte, el artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor prohíbe a las empresas y proveedores usar los resultados de las investigaciones, encuestas y monitoreos que realice la Procuraduría, para efectos de que el público consumidor identifique a sus productos y servicios, dándolos a conocer, es decir promoviéndolos.
· La publicidad que una empresa emite es una realidad en la que pueden converger tanto la libertad de información como la libertad de expresión. Predominantemente, la publicidad tiene que ver con la información y en esa medida pone en funcionamiento la serie de garantías y de limitaciones propias de la configuración constitucional del derecho de libertad de expresión e imprenta.

· Sin embargo, la “expresión comercial” se sitúa muy lejos del núcleo esencial del derecho a la libertad de expresión. En efecto, la publicidad puede constituir una aportación al debate ciudadano sobre asuntos públicos, pero en la mayoría de ocasiones, el discurso comercial se reduce a un conjunto de mensajes que proponen a sus receptores la realización de una transacción comercial y por lo tanto su producción puede ser regulada por el legislador dentro de límites mucho más amplios.

· Entonces, las limitaciones establecidas en el segundo párrafo del artículo impugnado no son inconstitucionales. Dicho artículo en realidad cuida en todo momento que los resultados de las investigaciones de la PROFECO sean utilizados en forma clara, evitando que los mensajes dirigidos al público puedan dar origen a error o inexactitud, al ser invocados o citados de forma incompleta, parcial, sesgada o tendenciosa. Por lo tanto, tal disposición es necesaria para proteger los derechos de terceros, como lo son los consumidores y los competidores de aquellos comerciantes o proveedores a los que aluda la procuraduría mencionada.
· La prohibición también resulta adecuada, en la medida en que únicamente abarca la difusión de estudios comparativos de la PROFECO por parte de los comerciantes y proveedores, cuando aquéllos solamente los usen con fines publicitarios o comerciales, empero no cuando se citen con otros propósitos claramente diferenciables de promover sus productos, marcas, servicios o empresas.

· Por tanto, en el caso, no se relaciona la publicidad con el ejercicio de la libertad de expresión e imprenta que, en abstracto, no puede vulnerarse.

· Dicha porción normativa tampoco vulnera el derecho de los consumidores de acceso a la información, toda vez que el estudio de que se trata fue publicado en la Revista del Consumidor y en internet.

· Es infundado que el acto reclamado carezca de fundamentación, motivación congruencia y exhaustividad. Esto porque implícitamente se desestimaron los planteamientos referentes a que la resolución sancionadora estaba indebidamente fundada y motivada en relación con la infracción actualizada con base en el artículo 32 de la Ley Federal de Protección al Consumidor.

· Además, se coincide en que sí se surtió la hipótesis prevista en el artículo 32 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. Lo anterior es así, en virtud de que la información difundida en la página de internet de la quejosa, si bien no fue falsa, no daba a conocer todos los elementos de la investigación de la PROFECO (como que los productos de la empresa en cuestión eran los que contenían un mayor porcentaje de sal entre todos los artículos analizados). Por lo tanto, puede considerase que dicha publicidad era engañosa.

· Lo anterior se fortalece si se considera que el artículo 32 en comento señala que basta que el mensaje de los proveedores y comerciantes ponga en peligro a los consumidores sin exigir que necesariamente se les cause un daño.
· Por último, las expresiones publicadas en la página de internet de la quejosa sí pueden considerarse como publicidad, porque la citada publicación informaba favorablemente acerca de determinadas características de un producto de la quejosa, promoviéndolo ante las personas que pudieran acceder a dicha información vía internet. 
CUARTO. Recurso de Revisión. Inconforme con la resolución anterior, la quejosa interpuso recurso de revisión mediante escrito presentado el 18 de abril de 2013, ante el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. En su escrito de agravios la recurrente manifestó:

· El Tribunal Colegiado de conocimiento reconoce que la disposición impugnada no fue motivo concreto y expreso de aclaración o explicación en el proceso legislativo, con lo cual se reafirma que no existe justificación legal alguna por parte del legislador para establecer la limitante aludida, en contravención con los principios constitucionales que se violan.

· No obstante, el A quo de manera ilegal, señala que resulta válido acudir a otros preceptos de la Ley Federal de Protección al Consumidor para establecer la justificación de la norma. 

· Además, de acuerdo a dicho Tribunal Colegiado, las expresiones comerciales se encuentran desconectadas de la libertad de expresión y acceso a la información, sin tomar en cuenta que la publicación referida es información generada por la PROFECO con fines precisamente informativos, por lo que la publicación se encuentra protegida por la libertad de expresión. Máxime si no existe justificación real y válida a través de la cual el A quo pueda sostener su dicho.

· No se puede justificar la constitucionalidad de la disposición impugnada ya que no cae en los supuestos permitidos por la Constitución para limitar el derecho a la libertad de expresión.

El Presidente del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, en acuerdo de 19 de abril de 2013, ordenó remitir los autos a este Alto Tribunal. 

El Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en proveído de 6 de mayo de 2013, ordenó formar y registrar el expediente bajo el número A.D.R. 1434/2013, admitió el recurso de revisión y ordenó turnar el expediente al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y radicar el asunto en la Primera Sala, en virtud de que la materia del asunto corresponde a su especialidad.

Por auto de 9 de mayo de 2013 el Presidente de esta Primera Sala tuvo por recibidos los autos, determinó que dicha Sala se avocara al conocimiento del asunto y envió los autos al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea a efecto de que formulara el proyecto de resolución respectivo.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 84, fracción II de la Ley de Amparo abrogada según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 2 de abril de 2013 la cual resulta aplicable para resolver el presente asunto en términos del artículo Tercero Transitorio del mismo Decreto;
  21, fracción III, inciso a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal, y en relación con los puntos primero y tercero del Acuerdo General número 5/2013, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal el trece de mayo de dos mil trece, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día veintiuno del mismo mes y año, en virtud de haberse interpuesto en contra de una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado de Circuito en un juicio de amparo directo en donde se interpretaron directamente los artículos 1° y 4° Constitucionales y, en el caso, no resulta necesaria la intervención del Tribunal Pleno para conocer del asunto.

SEGUNDO. El recurso de revisión es oportuno de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley de Amparo abrogada, ya que la sentencia recurrida se notificó personalmente a la parte ahora recurrente el jueves 4 de abril de 2013, la cual surtió efectos el viernes 5 siguiente; por tanto el plazo de diez días para la interposición del recurso transcurrió del lunes 8 al viernes 19 de abril de 2013, descontándose los días 13 y 14 de abril de 2013 por ser sábado y domingo y en consecuencia, inhábiles de conformidad con los artículos 23 de la Ley de Amparo abrogada y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. Por tanto, si el recurso fue interpuesto el 18 de abril de 2013 ante el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito es claro que el mismo resulta oportuno.

TERCERO. Estudio de la procedencia del recurso de revisión. Antes de abordar el análisis de los argumentos hechos valer por la parte recurrente debe examinarse si el presente asunto reúne los requisitos de importancia y trascendencia para estar en aptitud de decidir si el recurso es o no procedente.

Con esa intención conviene destacar, en principio, que de la interpretación armónica de los artículos 107, fracción IX, de la Constitución General de la República; 83, fracción V, 84, fracción II, 86 y 93 de la Ley de Amparo abrogada, y 10, fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el Acuerdo 5/1999 del Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de junio del 1999, se obtiene que la procedencia del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, se encuentra condicionada a la concurrencia de los siguientes requisitos:

A. Que en la sentencia recurrida se formule un pronunciamiento sobre la constitucionalidad de una ley, tratado internacional o reglamento, o la interpretación directa de un precepto constitucional; o que, de haberse planteado alguna de esas cuestiones en la demanda de amparo, se haya omitido su estudio, situación a la que se equipara cuando se haya desestimado el concepto ante una calificativa de inoperancia, ineficacia o insuficiencia de los conceptos de violación planteados, esto último de conformidad con el criterio sustentado por el Pleno de este Alto Tribunal en la contradicción de tesis 17/2007, resuelta en sesión de veinte de noviembre de dos mil ocho, de donde derivó la jurisprudencia 26/2009, cuyo rubro es: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO OMITE REALIZAR EL ANÁLISIS DE LA CUESTIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA EN LA DEMANDA POR CALIFICAR DE INOPERANTE, INSUFICIENTE O INATENDIBLE EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN RELATIVO.”; 
 y, 
B. Que el problema de constitucionalidad entrañe la fijación de un criterio jurídico de importancia y trascendencia, a juicio del Pleno o la Sala respectiva.

En ese sentido, la fracción II del propio punto Primero del Acuerdo Plenario 5/1999, establece que, por regla general, se entenderá que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando:

a) Exista jurisprudencia sobre el tema de constitucionalidad planteado.

b) No se hayan expresado agravios o cuando, habiéndose expresado, sean ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes, siempre que no se advierta queja deficiente que suplir.

c) En los demás casos análogos a juicio de la Sala correspondiente.

Los anteriores lineamientos se confirman en la tesis de jurisprudencia número 2a./J. 64/2001, de la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que esta Primera Sala comparte, cuyo rubro es: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. REQUISITOS PARA SU PROCEDENCIA.”

En el presente caso, el recurso cumple los requisitos de procedencia antes mencionados, en tanto debe en los conceptos de violación se planteó la inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, cuestión que fue estudiada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito.
CUARTO. Estudio de fondo. En este apartado se analizará la constitucionalidad del artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. A juicio de la Empresa, la prohibición de utilizar los resultados de las investigaciones de la PROFECO con fines publicitarios o comerciales transgrede su derecho a la libertad de expresión.

Para determinar la constitucionalidad del precepto combatido, es necesario resolver las siguientes cuestiones: I) si el mensaje en virtud del cual se multó a la empresa recurrente constituye un tipo de publicidad o mensaje comercial; II) si la publicidad se encuentra protegida por el derecho a la libertad de expresión; y si lo anterior es así, III) si la restricción establecida por la norma supera un juicio de razonabilidad. 

I. El mensaje difundido por la Empresa puede calificarse de publicidad
El contenido del artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor es el siguiente:

Artículo 44.- La Procuraduría podrá hacer referencia a productos, marcas, servicios o empresas en forma específica, como resultado de investigaciones permanentes, técnicas y objetivas, a efecto de orientar y proteger el interés de los consumidores y publicar periódicamente dichos resultados para conocimiento de éstos.

Los resultados de las investigaciones, encuestas y monitoreos publicados por la Procuraduría no podrán ser utilizados por las empresas o proveedores con fines publicitarios o comerciales.

Como se observa, la norma establece dos cuestiones: por un lado, faculta a la PROFECO a realizar investigaciones sobre la calidad de los productos; y por otro, prohíbe que dicha información sea utilizada por las empresas con fines publicitarios o comerciales. Este último enunciado, no prohíbe cualquier difusión de los resultados de las investigaciones, sino aquella con una finalidad publicitaria. 
La Ley Federal de Protección al Consumidor no establece una definición de mensaje publicitario o comercial. El artículo 32 únicamente hace alusión a lo que debe entenderse por información o publicidad engañosa.
 El artículo 23 del Reglamento a la Ley Federal de Protección al Consumidor especifica un tipo de publicidad, al señalar que la publicidad comparativa es aquélla que coteja, confronta o compara a dos o más bienes, productos o servicios similares o idénticos entre sí, sean o no de una misma marca.

No obstante, el Acuerdo por el que se Establecen los Lineamientos para el Análisis  y Verificación de la Información y Publicidad, señala en el artículo Tercero que publicidad es la actividad que comprende todo proceso de creación, planificación, ejecución y difusión de anuncios publicitarios en los medios de difusión con el fin de promover la venta o consumo de productos y servicios. Mientras que anuncio publicitario es aquel mensaje dirigido al público o a un segmento del mismo, con el propósito de informar sobre la existencia o las características de un producto, servicio o actividad para su comercialización y venta o para motivar una conducta.
 Así, la calificación de información como publicitaria depende de la finalidad que persigue su difusión.

Al respecto, la jurisprudencia de los tribunales norteamericanos sobre la libertad de expresión ha señalado que la publicidad, en un sentido amplio, implica una comunicación a un público en general o a un grupo de personas, de tal suerte que pueda sostenerse con cierto grado de certeza que la información se hará del conocimiento general.
 En el contexto comercial, la publicidad pretende comunicar, a una audiencia más o menos amplia, las características de un bien o servicio, con el fin de promover o incentivar su compra, o crear lealtad a la marca o a la empresa. 

Establecer si el mensaje tiene una finalidad publicitaria requiere analizar el contexto en el que fue difundido, el medio utilizado para su difusión, así como evaluar el propio contenido del mensaje,
 esto es, el tipo de lenguaje utilizado para la transmisión de la información.

El medio de comunicación puede ser muy diverso y no necesariamente masivo, sin embargo sí debe comprender un auditorio más o menos amplio. Respecto al contenido de los mensajes, se entiende que tienen un carácter publicitario cuando destacan las cualidades del producto o empresa, utilizando adjetivos positivos y estableciendo comparaciones con otras marcas o empresas.

Con base en el marco anterior y para determinar si le es aplicable la prohibición establecida por el artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, es necesario analizar si La Empresa utilizó los resultados de la investigación de la PROFECO con fines publicitarios. 
La información publicada por la Empresa, en la sección de Noticias de su sitio de Internet, corresponde a la siguiente: 

“El Puré de Tomate de **********, el mejor
La Revista del Consumidor, en su edición de enero, señaló al Puré de Tomate de ********** como el mejor dentro de un análisis que se hizo de 18 marcas diferentes. Entre los beneficios a resaltar del producto estuvieron: gran contenido de tomate, no contienen colorantes, ni conservadores, almidones, ni espesantes y tiene precio accesible.

********** entre sus premisas básicas tiene: la calidad, el sabor, los ingredientes naturales y un precio justo.

Sin duda, un orgullo para una empresa 100% mexicana, que produce todo con calidad nacional.”

La siguiente es la imagen correspondiente a dicha publicación:
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Mientras que la PROFECO generó y publicó en la Revista del Consumidor, núm. 407, de enero de 2011, la siguiente información:
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Si bien el mensaje de La Empresa reproduce casi literalmente la información publicada por la PROFECO; el carácter del emisor, el medio en el que fue publicado, así como el lenguaje utilizado en su transmisión, permiten calificar a tal mensaje como publicitario. En efecto, el mensaje pretende posicionar a la marca y al producto, buscando obtener con ello un beneficio económico.

Aunque los resultados de la investigación realizada por la PROFECO pueden ser de interés del consumidor, no es un tercero ajeno a la lógica comercial quien difunde la información. En este caso, es la propia Empresa quien destaca las cualidades de su producto. Es válido suponer que La Empresa tiene un interés económico o comercial en difundir dicha información.

Respecto al medio utilizado para transmitir el mensaje, debe decirse que actualmente Internet constituye un medio de comunicación masivo al que cada vez más personas tienen acceso.
 Por lo que a través de Internet no sólo se informa sino que se ha convertido en un importante medio para publicitar.

Del análisis del contenido del mensaje se desprende la intención de crear lealtad a la marca o a la empresa. En efecto, el mensaje tiene las siguientes características. 1) Resalta las cualidades positivas del producto: “Entre los beneficios a resaltar del producto estuvieron: gran contenido de tomate, no contienen colorantes, ni conservadores, almidones, ni espesantes y tiene precio accesible”. 2) Hace juicios de valor acerca de los compromisos de la marca: “********** entre sus premisas básicas tiene: la calidad, el sabor, los ingredientes naturales y un precio justo. Sin duda, un orgullo para una empresa 100% mexicana, que produce todo con calidad nacional.” 3) Realiza una comparación con sus competidores: “… Puré de Tomate de ********** como el mejor dentro de un análisis que se hizo de 18 marcas diferentes”. 

Por otro lado, no obstante el mensaje se publicó en la sección de noticias de la página de Internet de la Empresa,
 sus fines no pueden calificarse de meramente informativos. Dicho Sitio de Internet tiene un carácter publicitario ya que trata de persuadir al consumidor, proveedores y demás clientes, no sólo de las características de la marca sino de las cualidades de la Empresa. 

En el sitio de Internet se puede acceder a distinta información sobre La Empresa: su historia, su filosofía, las certificaciones y premios, información sobre sustentabilidad y ecología en general, la política de no usar conservadores, sus estándares de higiene; así como los beneficios nutrimentales de sus productos. Además, desde la página también se puede acceder a promociones comerciales.
Así, se trata de una página de Internet dirigida al público en general en la que dicha empresa promociona sus productos y busca  crear lealtad e identificación del consumidor con la marca. Por tanto, dicho medio no cumple únicamente con fines informativos ya que persigue “publicitar” sus productos.

De los elementos anteriores se desprende que el mensaje tiene un carácter publicitario: fue emitido por un agente comercial, en un medio de comunicación masivo, estaba dirigido a una audiencia más o menos amplia, su contenido es publicitario y se insertó en un contexto de promoción de La Empresa. Por tanto, la publicación se encontraba prohibida de acuerdo a la Ley Federal de Protección del Consumidor. 
Ahora, esta Primera Sala debe determinar si tal restricción está justificada a la luz de los derechos de la empresa. Para ello, es preciso resolver anticipadamente si la difusión de la publicidad se encuentra protegida por la libertad de expresión. Esto es, si existe un derecho oponible a la prohibición que ahora se analiza. 

II. El discurso comercial está protegido por la libertad de expresión
Sobre el derecho a la libre expresión, esta Suprema Corte ha desarrollado una amplia doctrina constitucional. En el presente caso basta hacer alusión a algunos de los criterios donde ha precisado la definición del derecho; su fuente constitucional e internacional; así como sus dimensiones y las categorías de discursos que tutela.
El derecho a la libre expresión de las ideas se encuentra protegido en los artículos 6 y 7 constitucionales,
 así como en los artículos 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

De acuerdo a los preceptos antes citados, todas las personas gozan del derecho a la libertad de expresión, cuyo ejercicio sólo podrá ser restringido mediante la exigencia de responsabilidades ulteriores en aquellos casos en que se afecten los derechos o reputación de terceros.

¿Lo anterior significa que toda expresión se encuentra protegida por los artículos 6 y 7 de la Constitución General? Resolver tal problemática implica determinar qué cuenta como expresión en términos constitucionales.
 Claramente, el concepto de libertad de expresión no alude al sentido coloquial del término “expresión”.
 Incluso la jurisprudencia nacional y comparada ha excluido expresamente de dicho derecho humano diversas formas de discurso.
 Para determinar su ámbito de protección es necesario precisar los fines o valores que persigue.

Al respecto, esta Primera Sala ha destacado dos dimensiones del derecho a la libre expresión de acuerdo a su trascendencia política o individual. Por un lado, en su vertiente social o política, constituye una pieza central para el adecuado funcionamiento de la democracia representativa; y por otro, en su dimensión individual, asegura a las personas espacios esenciales para desplegar su autonomía individual.
 


En la dimensión política, se ha enfatizado la importancia de la libre circulación de las ideas para la formación de la ciudadanía y de la democracia representativa,
 permitiendo un debate abierto sobre los asuntos públicos.
 La libertad de expresión se constituye así, en una institución ligada de manera inescindible al pluralismo político, valor esencial del Estado democrático.

En este orden de ideas, esta Primera Sala explicó en el amparo directo en revisión 2044/2008 que la libertad de expresión también constituye “[…] un elemento funcional que determina la calidad de la vida democrática en un país.” En el amparo directo 3/2011 se señaló que, “la libertad de expresión guarda una relación estructural con el funcionamiento del sistema democrático, en tanto una ciudadanía libre e informada es imprescindible para deliberar sobre los asuntos que conciernen a todos y su garantía reforzada es necesaria para que exista un control efectivo de la gestión pública”.

En el amparo directo 6/2009, se sostuvo que la protección de la libre difusión del discurso relacionado con asuntos de interés público resulta especialmente relevante para que la libertad de expresión desempeñe cabalmente “sus funciones estratégicas de cara a la formación de la opinión pública, dentro del esquema estructural propio de la democracia representativa.”
  En esta misma línea, en el amparo directo 28/2010 se afirmó que la libertad de expresión “tiene por finalidad garantizar el libre desarrollo de una comunicación pública que permita la libre circulación de ideas y juicios de valor inherentes al principio de legitimidad democrática.”

En resumen, la libertad de expresión en su dimensión política cumple numerosas funciones, entre otras, mantiene abiertos los canales para el disenso y el cambio político; se configura como un contrapeso al ejercicio del poder, ya que la opinión publica representa el escrutinio ciudadano a la labor pública; y contribuye a la formación de la opinión pública sobre asuntos políticos y a la consolidación de un electorado debidamente informado. Dicho ejercicio permite la existencia de un verdadero gobierno representativo, en el que los ciudadanos participan efectivamente en las decisiones de interés público.

No obstante se han destacado las funciones que cumple la libertad de expresión en su dimensión política, su especial protección en el orden constitucional no se limita a aquellos mensajes con valor político o público. En el citado amparo directo 28/2010, se destacó que la importancia de este derecho fundamental hace que la comunicación en sí misma adquiera un valor autónomo, “sin depender esencialmente de su contenido.”
 Así, se ha establecido que el contenido del mensaje no necesariamente debe ser de interés público para encontrarse protegido. Otros tribunales internacionales y nacionales han coincidido con que la protección de los derechos humanos no depende de su interés público o social, ya que puede dirigirse a cumplir un propósito privado o individual.
 

La dimensión individual de la libertad de expresión también exige de un elevado nivel de protección, en tanto se relaciona con valores fundamentales como la autonomía y la libertad personal.
 Desde tal óptica, existe un ámbito que no puede ser invadido por el Estado, en el cual el individuo puede manifestarse libremente sin ser cuestionado sobre el contenido de sus opiniones y los medios que ha elegido para presentarlas. 

Así, la libre manifestación y flujo de información, ideas y opiniones, ha sido erigida en condición indispensable de prácticamente todas las demás formas de libertad, y como un prerrequisito para evitar la atrofia o el control del pensamiento, presupuesto esencial para garantizar la autonomia y autorealización de la persona.

En tanto se ha reconocido jurisprudencialmente que la libertad de expresión tiene al menos estas dos facetas, resulta complicado sostener que sirve a un único propósito. Su protección persigue tanto facilitar la democracia representativa y el autogobierno; como la autonomía, la autoexpresión y la autorrealización del individuo. En ese sentido, la libertad de expresión se relaciona con principios que no pueden ser reducidos a un solo núcleo.
 

Sobre esa base debe analizarse si el discurso comercial, al igual que el político, artístico y religioso, se encuentra protegido por la libertad de expresión. Si bien tal aspecto no ha sido abordado por esta Suprema Corte, existen múltiples referentes de derecho internacional y comparado que permiten anticipar que este tipo de discurso también debe tutelarse constitucionalmente. No obstante, las expresiones comerciales constituyen un subtipo o subcategoría, que no debe ubicarse al mismo nivel que otros mensajes que cumplen propósitos sociales o relacionados con la autonomía personal.

i. El derecho a la libre expresión comprende al discurso comercial
En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos existe la presunción de que todas las formas de expresión, independientemente de su contenido, se encuentran protegidas por el artículo 13 de la Convención.
 En contraposición, y por disposición expresa de la Convención, escapan de dicha cobertura: toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.

En la línea de la Corte Interamericana, esta Suprema Corte, en el amparo directo 16/2012, destacó que existe una presunción general de cobertura constitucional de todo discurso expresivo, la cual se explica por la necesidad de garantizar que, en principio, no existan personas, grupos, ideas o medios de expresión excluidos a priori del debate público. 

Así, resulta que por mandato constitucional deben entenderse protegidas todas las formas de expresión. Dicha presunción sólo puede ser derrotada bajo razones imperiosas. Esa Suprema Corte ha justificado por ejemplo, la exclusión de dicho ámbito de protección a aquellas expresiones absolutamente vejatorias, esto es: ofensivas u oprobiosas.
 

De acuerdo a los precedentes anteriores, principalmente a la presunción de protección de la libertad de expresión, la pregunta que debe resolver esta Suprema Corte es si el discurso comercial debe estar excluido del ámbito de protección del derecho a la libertad de expresión. Tal ha sido el enfoque que otros tribunales han adoptado para estudiar el derecho a comunicar libremente mensajes con contenido comercial. Por ejemplo en el caso Virginia State Board of Pharmacy v. Virginia Citizens Consumer Council, Inc.
 la Suprema Corte de Estados Unidos se enfocó en resolver no “si el discurso comercial debe estar protegido por la Primera Enmienda”, sino que se dedicó a analizar  “si existen suficientes razones para no protegerlo”.

A partir de dicho enfoque, el derecho comparado muestra una evolución jurisprudencial en el sentido de considerar que el derecho a la libertad de expresión comprende al discurso comercial. Destaca la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y de la Suprema Corte de Estados Unidos.

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en el caso Barthold v. Germany,
 dejó abierta la pregunta sobre si las expresiones comerciales se encuentran protegidas por el artículo 10 de la Convención. Más tarde, en Müller and Others v. Switzerland,
 precisó que la libertad expresión protege todo tipo de mensajes, ya sean de índole política o artística. Finalmente, en el importante precedente Markt intern Verlag GmbH and Klaus Beermann v. Germany, determinó que la información comercial no debe ser excluida del ámbito de protección del derecho a la libertad de expresión. 
 


En otro caso relevante, Casado Coca v. Spain,
 ese Tribunal señaló que si la información comercial se encuentra protegida por el derecho a la libertad de expresión, entonces sus restricciones deben satisfacer los requisitos del segundo párrafo del artículo 10 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, esto es, que deben estar prescritas por ley, perseguir un objetivo legitimo, y ser necesarias en el contexto de una sociedad democrática.

La Suprema Corte de Estados Unidos ha desarrollado una doctrina muy amplia y sofisticada sobre el contenido y alcances de la libertad de expresión. Dicha Suprema Corte ha determinado que algunos discursos deben estar excluidos de la Primera Enmienda y que otros se encuentran tutelados pero con un grado de protección disminuido. En esta última categoría se encuentra el discurso comercial.

Si bien dicha Corte, durante mucho tiempo consideró que las expresiones comerciales no estaban tuteladas por la libertad de expresión,
 tal visión cambió en 1976 a partir del caso Virginia State Board of Pharmacy vs Virginia Citizens Consumer Council.
 

Posteriormente, en Central Hudson Gas & Electric v Public Service Commission,
 consideró que si bien el discurso comercial encuentra protección bajo la Primera Enmienda, no sirve a los mismos valores que el discurso con contenido o relevancia pública por lo que debe tener una protección disminuida. En tal precedente se introdujo el denominado test Hudson, que puede asimilarse a un escrutinio de constitucionalidad intermedio. Aunque la aplicación de dicho test no ha sido consistente, no ha sido abiertamente revocado.
 
De la evolución jurisprudencial de los precedentes antes citados se desprenden esencialmente las siguientes razones para considerar que el derecho a la libertad de expresión comprende al discurso comercial o publicitario: 

1. El alto riesgo para la libertad de las personas que significa excluir indebidamente expresiones del ámbito de protección del derecho. 

En las sociedades democráticas es más tolerable el riesgo derivado de los eventuales daños generados por la libertad de expresión que el riesgo de una restricción general de la libertad correspondiente.
 Tal lógica explica la presunción de que todo mensaje se encuentra protegido por la libertad de expresión. 

2. La libertad comercial y el derecho de información de los consumidores. 

Además, la libertad de expresión comercial sirve a diferentes valores constitucionales. En una economía de mercado es importante el libre flujo de información, esto para que los agentes económicos puedan competir libremente y los consumidores puedan tomar decisiones informadas. Esta racionalidad justifica tanto la protección de las expresiones comerciales como el interés del Estado en regularlas con el propósito de proteger al consumidor y a los competidores.
En consecuencia, si la libertad de expresión protege la libertad de las personas y la manifestación de éstas a través de la emisión y difusión de expresiones por cualquier medio, y sin importar el carácter de la persona que la emite; esta Primera Sala no encuentra razón alguna para excluir de este ámbito de protección a las expresiones con contenido comercial.
  

No obstante lo anterior, debe destacarse que, a diferencia de los discursos que se ubican en la dimensión política o individual de la libertad de expresión, la publicidad no persigue o se relaciona con un fin social o político, ni procura la autorrealización de la persona; sino que sirve o tiene un propósito meramente económico o comercial.

ii. Protección constitucional atenuada de la publicidad 

En su sentido amplio, la libertad de expresión goza de una protección reforzada en los ordenamientos jurídicos nacionales e internacionales. Este lugar privilegiado se justifica principalmente por las dimensiones antes explicadas: el carácter político o la función de la libertad de expresión en las democracias, razones derivadas del funcionamiento de las democracias; y su papel en la protección de la autonomía de la persona, motivos atinentes a la dignidad y autorrealización individual.

La posición preferencial de la libertad de expresión también explica la existencia de una presunción constitucional a favor de la libertad de expresión, tanto en su ponderación con otros derechos, valores y principios constitucionales en casos de conflicto;
 como en el análisis de las limitaciones estatales sobre la libertad de expresión.
 En el AD 3/2011, se señaló que en términos de la teoría de la argumentación, la libertad de expresión tiene un mayor “peso en abstracto”.
 Lo anterior no significa que la libertad de expresión deba prevalecer en todos los casos, sólo conlleva un punto de partida preferencial que deberá tomarse en cuenta al momento de realizar la ponderación en el caso concreto que resolverá el conflicto de derechos. 

Tales justificaciones han llevado a las cortes constitucionales e internacionales a aplicar un test de constitucionalidad estricto para determinar si están dadas las exigentes condiciones jurídicas que permiten dicha limitación en casos concretos, las cuales imponen a la autoridad que pretende establecer tal limitación una carga de justificación especialmente elevada.

No obstante la existencia de dichas presunciones y el carácter de protección reforzada de la libertad de expresión, no todas las expresiones merecen el mismo nivel de protección. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha considerado que existen ciertos tipos de discurso que reciben una protección especial, por su importancia para el ejercicio de los demás derechos humanos o para la consolidación, funcionamiento y preservación de la democracia. En la jurisprudencia interamericana, se encuentran especialmente protegidos: el discurso sobre asuntos de interés público y el discurso que configura un elemento de la identidad o la dignidad personales de quien se expresa.

Sin embargo, entre los discursos arriba mencionados no se encuentra el discurso comercial. En ese sentido, si bien se ha explicado que el discurso comercial merece protección constitucional, ello no quiere decir que tenga el mismo nivel de protección que otro tipo de expresiones, como podrían ser las políticas o artísticas; ni que el análisis constitucional a sus restricciones deba resistir el mismo escrutinio constitucional.
 

En esa línea, la Suprema Corte de Estados Unidos ha negado una teoría unitaria de la libertad de expresión que extienda una protección similar a todas las variedades de comunicación.
 El nivel de protección de la Primera Enmienda varía de acuerdo a la importancia del discurso, la cual depende de su correspondencia con los valores a los que sirve la libertad de expresión.
 Este Alto Tribunal comparte dicha apreciación en tanto no es posible identificar el interés económico o comercial que se persigue al proteger el discurso comercial, con las finalidades primordiales que desempeña la libertad de expresión en su dimensión política e individual.

La libertad de expresión se relaciona con diferentes valores, los cuales, como se ha dicho no pueden ser reducidos a un solo principio. Claramente, el discurso comercial no maximiza estos valores de la manera que lo hacen otras formas de comunicación.

Resultan más peligrosas las restricciones a la expresión del discurso político que las limitaciones a las expresiones comerciales, en tanto afectan el funcionamiento de la democracia y el pluralismo político.
 Las restricciones al discurso comercial no ponen en riesgo la democracia representativa, ni la autonomía o dignidad de la persona.
 

Si bien el discurso comercial merece protección en tanto ofrece información al consumidor. Tal valor, más que demandar una protección equiparable a la que tienen otro tipo de discursos, explica la intervención del Estado para regular que dicha información no vulnere los derechos del consumidor.

Así, se justifica realizar un estudio de constitucionalidad más laxo o atenuado de las restricciones al discurso comercial, que tratándose de otro tipo de expresiones. Esta Suprema Corte ha abordado los variados ámbitos de la expresión humana amparados por la libertad de expresión con diversas herramientas analíticas. Si bien en dichos precedentes no se ha utilizado un test de constitucionalidad intermedio, si muestran que las características especiales de los casos precisan de un tratamiento diferenciado.

Por ejemplo, esta Corte estableció el denominado "sistema dual de protección", según el cual los límites de crítica son más amplios cuando ésta se refiere a personas que, por dedicarse a actividades públicas o por el rol que desempeñan en una sociedad democrática, están expuestas a un control más riguroso de sus actividades y manifestaciones que aquellos particulares sin proyección pública alguna.
 También optó por un tratamiento diverso al analizar la libertad de información y la libertad de opinión.
 Señaló que la primera debe cumplir con el requisito de veracidad, mientras que las opiniones no tienen que ser veraces porque no pueden ser objeto de investigación y contrastación.

Como se observa, el equilibrio entre los derechos en conflicto, la regulación estatal admisible y el estándar de control constitucional al que se han de sujetar las limitaciones depende del carácter público o privado de las personas involucradas, del contexto en el cual se ejerza, y del tipo de discurso del que se trate. Tratándose del análisis a las restricciones a la publicidad comercial, existe coincidencia en el derecho comparado de adoptar un test intermedio de constitucionalidad. 

iii. El derecho comparado exige un test de constitucionalidad intermedio
El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha señalado que los Estados disfrutan de una mayor discreción para regular los mercados y, en esa línea, que la información comercial recibe un nivel de protección menor que otras ideas o expresiones. Tal deferencia hacia los Estados no escapa sin embargo del control del Tribunal, el cual puede analizar si la restricción, legal o administrativa, se justifica a la luz del  Convenio Europeo de Derechos Humanos.

Las interferencias a las expresiones comerciales infringen el Convenio Europeo de Derechos Humanos si no satisfacen los requisitos del segundo párrafo del artículo 10. Así, debe ser determinado si la restricción está en ley, si tiene un propósito legítimo, si sirve a dicho fin, y si es necesaria en el contexto de una sociedad democrática.
 El Tribunal Europeo aclaró que la grada de “necesidad” de la restricción en los casos de libertad de expresión comercial, debe ser entendida no como absolutamente necesaria, sino como razonablemente necesaria.
 Por lo que el Tribunal adoptó un estándar deferencial de revisión, sustituyendo el test estricto de constitucionalidad por un test de razonabilidad.

La Suprema Corte de Estados Unidos en el caso Hudson al que ya se ha hecho referencia, estableció un test específico para analizar intromisiones a las expresiones comerciales. Dicho análisis consiste en verificar: (i) si la expresión comercial está relacionada con actividades lícitas y no es engañosa; (ii) si la restricción está justificada por un interés sustancial del gobierno; (iii) si la medida es idónea para alcanzar los intereses del gobierno (que los medios propuestos sean razonablemente apropiados para lograr los fines deseados sin que tengan que ser perfectos ni los mejores); y (iv) si la medida no es más extensiva de lo necesario (lo cual no significa que tenga que ser la medida menos restrictiva).

De igual manera, esta Suprema Corte considera que en el análisis de las restricciones al discurso comercial, no es necesario que el fin que se persigue con la restricción sea constitucionalmente imperioso, que exista una fuerte relación medio a fin, y que se la única opción para alcanzar dicho fin. Basta que la intervención sirva a un importante objetivo del Estado, exista una relación substancial o relevante entre el medio y el fin, y sea una opción razonable y no excesiva, en comparación con otras alternativas igualmente idóneas. 
III. Test de razonabilidad en el caso concreto
En la Revista del Consumidor de Enero de 2011 se publicó un estudio de calidad de los purés de tomate. De acuerdo a la ficha técnica del mismo, el estudio se realizó entre el 29 de septiembre al 15 de noviembre de 2010, se analizaron 18 productos y se realizaron 1262 pruebas. Se explicó que de acuerdo a la Norma Mexicana, NMX-F-033-1982,
 los purés deben contener un mínimo de 10% de sólidos solubles de tomate, no más de 2% de sal, y no se les permite la adición de colorantes o espesantes. Se informó que existen algunas marcas que se denominan “purés de tomate condimentado”, y que dicho cambio de denominación les permite no cumplir con la cantidad mínima de tomate. 

La Revista mencionó que el Puré de Tomate Condimentado, **********, resultó el mejor, ya que a pesar de ser condimentado, tiene alto contenido de tomate, tiene poca sal, no contiene colorantes, conservadores, almidones, ni espesantes y tiene un precio accesible.

Dicha información fue reproducida en la sección de noticias de la página de Internet de La Empresa, de la siguiente manera:

“El Puré de Tomate de **********, el mejor.

La Revista del Consumidor, en su edición de enero, señaló al Puré de Tomate de ********** como el mejor dentro de un análisis que se hizo de 18 marcas diferentes. Entre los beneficios a resaltar del producto estuvieron: gran contenido de tomate, no contienen colorantes, ni conservadores, almidones, ni espesantes y tiene precio accesible.

********** entre sus premisas básicas tiene: la calidad, el sabor, los ingredientes naturales y un precio justo.

Sin duda, un orgullo para una empresa 100% mexicana, que produce todo con calidad nacional.”

Con base en el artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, la PROFECO multó a la Empresa al considerar que la publicación tenía un fin comercial-publicitario.
 Con sustento en el artículo 32 de la misma Ley, consideró además, que la publicación era engañosa, pues la Empresa no especificó que se trataba de un puré condimentado y lo que esto significa en términos de calidad. Es decir, la información se reprodujo de forma incompleta, induciendo al error.

Seguida la secuela procesal correspondiente, la Empresa promovió amparo directo en revisión en el que, entre otras cuestiones, alegó la inconstitucionalidad del artículo 44 de la citada Ley. Tal precepto prohíbe el uso de los resultados de los estudios de la PROFECO con fines publicitarios.

Si bien también se multó a La Empresa con fundamento en el artículo 32 de la multicitada ley, al considerarse que dicha publicación además de publicitaria era “maliciosa” o “engañosa”, tal cuestión constituye un tema de valoración que no puede ser abordado en la presente revisión.
 Por lo que únicamente se estudiará a la luz del marco teórico arriba desarrollado, si el artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor es constitucional.

En tal sentido, esta Primera Sala debe determinar si la restricción prevista en tal precepto se encuentra justificada de acuerdo al derecho de La Empresa a publicitar su producto, para lo cual aplicará un test de escrutinio intermedio. Se adelanta que la medida que establece la norma persigue un fin constitucionalmente válido, es idónea para alcanzar el propósito que pretende, pero no es necesaria.

i) Carácter de la información que regula la norma y el alcance de la prohibición que establece
Antes de realizar el escrutinio de la medida, es preciso determinar su alcance, esto es: a) determinar qué carácter tiene la información que regula, así como, b) qué tipo de difusión se prohíbe. 


El artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor regula la información derivada de las investigaciones, encuestas y monitoreos publicados por la Procuraduría. Es dicha información la que con base en el mismo precepto, no puede utilizarse con fines publicitarios o comerciales. 
De acuerdo al Estatuto Orgánico de la PROFECO, el Laboratorio Nacional de Protección al Consumidor es el encargado de diseñar, instrumentar y supervisar la realización de investigaciones, estudios y análisis de carácter técnico-científico sobre las características y calidad de los productos y servicios que se ofrecen en el mercado.
 

Los estudios o investigaciones, son aquellos trabajos que preparan la ejecución de un proyecto con el objeto de informar sobre las características relativas a un producto.
 Mientras que la calidad, es el conjunto de características de un elemento que le confieren la aptitud para satisfacer necesidades explícitas e implícitas.
 
Los estudios realizados por el Laboratorio están basados en normatividad nacional, y en caso de que ésta no exista en normatividad internacional, publicaciones especializadas y/o especificaciones técnicas de organismos públicos y privados reconocidos. Normalmente, en las Normas Oficiales Mexicanas se encuentran las reglas, especificaciones, atributos, métodos de prueba, directrices, características o prescripciones aplicables a un producto.
 

El Laboratorio está dividido en Departamentos, cuya función fundamental es el desarrollo de las investigaciones. El Departamento de Alimentos, tiene como funciones programar, especificar y comprobar el desarrollo del análisis y pruebas de las características y cualidades de los alimentos que se ofrecen en el mercado nacional e informar de la calidad de los mismos.

Algunos de los estudios que se consideran de especial interés para el consumidor, son publicados en la Revista del Consumidor. De acuerdo a su línea editorial, la Revista está destinada a informar y orientar sobre temas de consumo. Señala que está permitida la reproducción de los estudios del Laboratorio en cualquier otro medio que apoye la intención de informar a grupos más amplios de la publicación. No autoriza sin embargo, la utilización de la información con fines publicitarios o comerciales. 
La Revista publica los resultados de las investigaciones, especificando la normatividad que aplicó el Laboratorio para realizar los estudios de calidad y precios. Publica la ficha técnica de la muestra, la cual contiene el periodo del análisis, periodo del muestreo, las marcas analizadas y las pruebas realizadas. Además, explica la metodología del estudio realizado, así como las características que se midieron para calificar a los productos.
 

Como se observa, la información publicada por la PROFECO tiene un carácter técnico.
 En efecto, los estudios que cita la Revista son resultado de las investigaciones realizadas por el Laboratorio. Las características que se destacan en dichas publicaciones están basadas en las especificaciones que deben cumplir los productos de acuerdo a la normatividad y fuentes científicas antes señaladas. 
Ahora bien, el precepto analizado no prohíbe cualquier tipo de difusión de la información, sino aquél con un fin comercial o publicitario. Está permitida entonces, la reproducción de los estudios con cualquier otro propósito. 
Como se ha mencionado, el uso publicitario de la información, consiste en la difusión de la información, con el fin de promover o incentivar su compra, o crear lealtad a la marca o a la empresa. Esto es, el artículo 44 de la multicitada Ley prohíbe que los resultados de las investigaciones realizadas por la PROFECO se publiquen para persuadir al consumidor de comprar o no comprar un producto. 
Sin embargo, la publicidad también puede inducir al error o confusión por la forma inexacta, falsa, exagerada, parcial, artificiosa o tendenciosa en que se presenta la información. A este tipo de publicidad se le denominada en el artículo 32 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, publicidad engañosa o abusiva.
  
Así, el término publicidad incluye tanto a la publicidad que se adecúa a los requerimientos de la Ley en la materia, como a la engañosa o abusiva. El artículo 44 prohíbe entonces el uso publicitario de cualquier tipo de los estudios realizados por la PROFECO. 
ii) Escrutinio de la medida.

Una vez establecido el tipo de información que regula la norma, así como el alcance de la prohibición que establece, procede realizar el test de razonabilidad de dicha restricción. En primer término debe analizarse si la medida establecida en el artículo 44 de la Ley persigue una finalidad constitucionalmente válida.

Del proceso legislativo que dio lugar al artículo que ahora se analiza no se desprende una justificación expresa sobre la racionalidad de la restricción impuesta a la libre expresión del discurso comercial. No obstante, los fines de la norma no necesariamente deben estar señalados en sus antecedentes legislativos, pueden derivar de un hecho notorio, o tener un carácter evidente de acuerdo a los propios valores que reconoce la Constitución General.

El artículo 28 constitucional señala que, la ley protegerá a los consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de sus intereses.
 Con ese propósito se creó la Procuraduría Federal del Consumidor, en tanto es el órgano encargado de promover y proteger los derechos e intereses del consumidor y procurar la equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y consumidores.

Ahora, en el capítulo III de la Ley Federal de Protección al Consumidor se regula la información y la publicidad. Dentro de dicho capítulo el artículo 44 de dicha Ley faculta a la PROFECO a realizar estudios e investigaciones “a efecto de orientar y proteger el interés de los consumidores”. Por tanto, es válido suponer que la prohibición establecida en ese mismo precepto, -consistente en que los estudios no sean publicados con fines publicitarios-, tiene la misma finalidad, es decir, proteger al consumidor. Tal propósito no sólo es constitucionalmente admisible, sino que está expresamente previsto en el artículo 28 de la Constitución General. 

Corresponde ahora determinar si el límite que se impone al ejercicio del derecho a la libertad de expresión es idóneo para lograr los fines que la norma pretende. Debe tenerse presente que en el test de razonabilidad aplicable al discurso comercial, la medida no debe estar totalmente encaminada a la consecución de la finalidad, sino que es suficiente que esté potencialmente conectada con tales objetivos. 
En otras palabras, tratándose del discurso comercial o publicitario, no es necesario que el grado de conexión entre medio y fin sea perfecto, es decir, que sea aquella mejor opción disponible para lograr los fines que se persiguen, basta que sea una opción razonable. En este caso, en la jurisprudencia norteamericana se ha establecido que la medida debe estar “reasonable tailored” con la finalidad.

Como se ha desarrollado, la norma prohíbe la difusión de los resultados de las investigaciones realizados por la PROFECO con fines publicitarios. De acuerdo a la Ley y su Reglamento estos estudios pretenden orientar la toma de decisiones del consumidor. Esta Primera Sala advierte que el prohibir hacer un uso publicitario de los resultados de las investigaciones puede ayudar a proteger los intereses del consumidor, ya que puede evitar que se manipulen los resultados de las investigaciones con un fin comercial. Sin embargo, como se desarrollará en adelante, la medida no es necesaria en tanto es suprainclusiva y por tanto, excesiva. 
En el estudio de necesidad aplicable al discurso comercial, es preciso analizar que la medida elegida no imponga una restricción excesiva en comparación con otras alternativas disponibles (lo cual no significa que tenga que ser la medida menos lesiva).
 Así, la medida será necesaria si resulta razonable entre aquellas opciones igualmente idóneas para satisfacer los fines del Estado.  
Como se ha explicado la norma prohíbe la utilización con fines publicitarios de los estudios realizados por la PROFECO, sin distinguir si su uso es “adecuado” o “engañoso”. Esta Primera Sala considera que la medida es suprainclusiva, pues establece una restricción muy amplia y que no es necesaria para lograr el fin que pretende. 

La distinción entre publicidad y publicidad engañosa resulta relevante para determinar la necesidad de la medida. La difusión de la información generada por la PROFECO “de forma completa y no distorsionada” no afecta los intereses de los consumidores; mientras que la prohibición de su uso incompleto o distorsionado sí sería necesaria a la luz de los intereses de los consumidores.
El que las empresas competidoras publiquen los resultados de las investigaciones de la PROFECO, sin manipularlos o tergiversarlos, sólo ayuda a que dichos resultados sean difundidos y lleguen a un mayor número de consumidores. También promueve la sana competencia, ya que incentiva una mejora en la calidad y precios de los productos. 

En efecto, el uso publicitario de dicha información en esos términos, ya sea promoviendo los resultados que obtuvo el producto o marca, o difundiendo los mismos en medios masivos de comunicación; no parece dañar en modo alguno los derechos de los consumidores. 
A juicio de Esta Primera Sala los fines que la norma pretende se satisfacen al prohibirse la publicidad engañosa de los resultados, es decir, restringiendo que se utilicen de manera incompleta o inexacta, dando lugar al error o confusión. En ese sentido, el uso engañoso o malicioso de la información ya está prohibido en el artículo 32 de la Ley Federal de Protección al Consumidor. Tal precepto establece que la información o publicidad relativa a bienes, productos o servicios que se difundan por cualquier medio o forma, deberán ser veraces, comprobables y exentos de descripciones que induzcan o puedan inducir a error o confusión por engañosas o abusivas. 
Por lo anterior se considera que la restricción es más extensiva de lo necesario. La difusión de la información generada por la PROFECO no afecta los intereses de los consumidores; aunado a que aquella publicidad que sí podría dañarlos, ya está prohibida en otro precepto legal. 

Así, esta Primera Sala determina que el artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor es inconstitucional, en tanto prohibir que se usen los resultados de las investigaciones de la Procuraduría con fines publicitarios y “no maliciosos”, es una medida que limita el derecho a la libertad de expresión de manera excesiva e innecesaria. 
QUINTO. Efectos de la Sentencia. Al haber resultado fundado el recurso de revisión interpuesto por el quejoso, se revoca la sentencia recurrida para el efecto de que el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito inaplique el segundo párrafo del artículo 44 de la Ley Federal de Protección al Consumidor y una vez realizado lo anterior con plenitud de jurisdicción resuelva lo que en derecho proceda.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión se revoca la sentencia recurrida.

SEGUNDO. Devuélvanse los autos al Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, para los efectos precisados en el último considerando de la presente ejecutoria.

Notifíquese; con testimonio de la presente resolución, vuelvan los autos al Tribunal de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido. 
Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reserva su derecho de formular voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas, y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, en contra del emitido por el Ministro José Ramón Cossío Díaz, quien se reserva su derecho de formular voto particular.
Firman el Presidente de la Sala y el Ministro Ponente con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe. 

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA:

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA
P O N E N T E:

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA:

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES
En términos de lo previsto en los artículos 3° fracción II de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadran en esos supuestos normativos.

AMIO/ABZ/JIMS
� Revista del Consimidor, enero de 2011, p. 53.


� Artículo 32 (aplicable al caso). La información o publicidad relativa a bienes, productos o servicios que se difundan por cualquier medio o forma, deberán ser veraces, comprobables y exentos de textos, diálogos, sonidos, imágenes, marcas, denominaciones de origen y otras descripciones que induzcan o puedan inducir a error o confusión por engañosas o abusivas.


Para los efectos de esta ley, se entiende por información o publicidad engañosa o abusiva aquella que refiere características o información relacionadas con algún bien, producto o servicio que pudiendo o no ser verdaderas, inducen a error o confusión al consumidor por la forma inexacta, falsa, exagerada, parcial, artificiosa o tendenciosa en que se presenta.


La información o publicidad que compare productos o servicios, sean de una misma marca o de distinta, no podrá ser engañosa o abusiva en términos de lo dispuesto en el párrafo anterior. La Procuraduría podrá emitir lineamientos para la verificación de dicha información o publicidad a fin de evitar que se induzca a error o confusión al consumidor.


Artículo 44.- La Procuraduría podrá hacer referencia a productos, marcas, servicios o empresas en forma específica, como resultado de investigaciones permanentes, técnicas y objetivas, a efecto de orientar y proteger el interés de los consumidores y publicar periódicamente dichos resultados para conocimiento de éstos. 


Los resultados de las investigaciones, encuestas y monitoreos publicados por la Procuraduría no podrán ser utilizados por las empresas o proveedores con fines publicitarios o comerciales.


� Artículo 44.- La Procuraduría podrá hacer referencia a productos, marcas, servicios o empresas en forma específica, como resultado de investigaciones permanentes, técnicas y objetivas, a efecto de orientar y proteger el interés de los consumidores y publicar periódicamente dichos resultados para conocimiento de éstos. 


Los resultados de las investigaciones, encuestas y monitoreos publicados por la Procuraduría no podrán ser utilizados por las empresas o proveedores con fines publicitarios o comerciales.


� Corte IDH. La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párrafo 30. 


� Artículo 32. La información o publicidad relativa a bienes, productos o servicios que se difundan por cualquier medio o forma, deberán ser veraces, comprobables y exentos de textos, diálogos, sonidos, imágenes, marcas, denominaciones de origen y otras descripciones que induzcan o puedan inducir a error o confusión por engañosas o abusivas.


Para los efectos de esta ley, se entiende por información o publicidad engañosa o abusiva aquella que refiere características o información relacionadas con algún bien, producto o servicio que pudiendo o no ser verdaderas, inducen a error o confusión al consumidor por la forma inexacta, falsa, exagerada, parcial, artificiosa o tendenciosa en que se presenta. […]


� TERCERO. Los juicios de amparo iniciados con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, continuarán tramitándose hasta su resolución final conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio, salvo lo que se refiere a las disposiciones relativas al sobreseimiento por inactividad procesal y caducidad de la instancia, así como al cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo.


� Tesis: P./J. 26/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIX, Mayo de 2009, página 6.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, Diciembre de 2001, Tesis: 2a./J. 64/2001, página 315.


� Artículo 32.- La información o publicidad relativa a bienes, productos o servicios que se difundan por cualquier medio o forma, deberán ser veraces, comprobables y exentos de textos, diálogos, sonidos, imágenes, marcas, denominaciones de origen y otras descripciones que induzcan o puedan inducir a error o confusión por engañosas o abusivas.


Para los efectos de esta ley, se entiende por información o publicidad engañosa o abusiva aquella que refiere características o información relacionadas con algún bien, producto o servicio que pudiendo o no ser verdaderas, inducen a error o confusión por la forma inexacta, falsa, exagerada, parcial, artificiosa o tendenciosa en que se presenta.


La información o publicidad que compare productos o servicios, sean de una misma marca o de distinta, no podrá ser engañosa o abusiva en términos de lo dispuesto en el párrafo anterior. La Procuraduría podrá emitir lineamientos para la verificación de dicha información o publicidad a fin de evitar que se induzca a error o confusión al consumidor.


� Artículo 23.- Se entiende por publicidad comparativa a aquélla que coteja, confronta o compara a dos o más bienes, productos o servicios similares o idénticos entre sí, sean o no de una misma marca.


� Tercero (Acuerdo por el que se Establecen los Lineamientos para el Análisis y Verificación de la información y publicidad).- Para los efectos de los presentes lineamientos, se entenderá por:


II. Anuncio publicitario, al mensaje dirigido al público o a un segmento del mismo, con el propósito de informar sobre la existencia o las características de un producto, servicio o actividad para su comercialización y venta o para motivar una conducta;


VII. Publicidad, a la actividad que comprende todo proceso de creación, planificación, ejecución y difusión de anuncios publicitarios en los medios de difusión con el fin de promover la venta o consumo de productos y servicios;


�Virgil v. Time, Inc. 424 F. U.S. Supp. 1286, 1289 (1976), párr. 23-24.


� No puede calificarse como comercial a todo discurso emitido por una Empresa o Corporación. Tampoco todo aquél mensaje que pretenda persuadir a la audiencia. Así, la determinación de si un mensaje tiene un fin publicitario, debe atender a su contenido, más que al carácter de su emisor. Post, Robert. "The Constitutional Status of Commerical Speech" UCLA L. Rev.48 (2000): 1-57, p. 6.


� Para analizar si un mensaje es publicitario, resulta útil ponderar los elementos con base en los cuales se determina si un mensaje publicitario es engañoso o abusivo. El artículo Séptimo del Acuerdo por el que se Establecen los Lineamientos para el Análisis y Verificación de la Información y Publicidad, establece que: “Para la determinación de la publicidad como engañosa o abusiva en términos del artículo 32 de la Ley, la Procuraduría analizará todo el contenido del anuncio publicitario, sin descomponer sus partes integrantes, incluyendo las palabras y los números, hablados y escritos, las presentaciones visuales, musicales y los efectos sonoros. Asimismo, deberán considerarse, entre otros elementos, la naturaleza del producto, el medio de difusión, los destinatarios de la misma, el contexto temporal en que se difunde el anuncio publicitario, el momento en que se transmite respecto de otros contenidos difundidos en el mismo medio y las circunstancias económicas o especiales del mercado”.


� Según datos del INEGI, en abril de 2013 46 millones de personas de seis años o más en el país son usuarias de los servicios de internet, representando aproximadamente el 43.5% de esta población, lo cual muestra una tasa de crecimiento de 13.9%, en el periodo del 2006 al 2013. 


Por otra parte, la el INEGI también informa que quienes usan internet lo hacen mayoritariamente todos los días (46.3%), seguido de una frecuencia semanal (45.3%); es decir, poco más del 90 por ciento utiliza la red mundial por lo menos una vez a la semana (91.6%). � HYPERLINK "http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/contenidos/estadisticas/2014/internet0.pdf?s=inegi&c=2913&ep=160" �http://www.inegi.org.mx/inegi/contenidos/espanol/prensa/contenidos/estadisticas/2014/internet0.pdf?s=inegi&c=2913&ep=160�.


� De acuerdo a Czinkota, Micheal R. y Ronkainen, Ilka A. Marketing Internacional, trad. Meza y Stainez, Guadalupe y Treviño Rosales, Magda Elizabeth, 10ª edición, Cengage Learning, 2013, el Internet es un importante medio de marketing. Conecta a los usuarios en todo el mundo y contiene una sorprendente cantidad de información. Entre otras ventajas, permite que la empresa incremente su presencia en el mercado y comunique su misión y la información acerca de su mezcla de marketing. Además, permite un acceso a clientes y prospectos en cualquier momento. A su vez, proporciona información importante durante la toma de decisiones puede ayudar al cliente a aclarar la búsqueda.


� � HYPERLINK "http://www.lacostena.com.mx/noticias.html" �http://www.lacostena.com.mx/noticias.html�. 


� Artículo 6. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado. […].


Artículo 7. Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquiera materia. Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni exigir fianza a los autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene más límites que el respeto a la vida privada, a la moral y a la paz pública. En ningún caso podrá secuestrarse la imprenta como instrumento del delito […].


� Artículo 13. Libertad de Pensamiento y de Expresión 


1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 


2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: 


a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás […]. 


� Artículo 19.


1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 


2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 


3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: 


a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás […].





� En efecto, el término “expresión” establecido en la Constitución, no corresponde al significado que la palabra “expresión tiene en el lenguaje ordinario. Así existe una gran distinción entre ver la palabra “expresión” de una manera aislada y ver la frase completa “libertad de expresión”. Schauer, Frederick. "Categories and the First Amendment: A Play in Three Acts." Vand. L. Rev. 34 (1981): 265-307, p. 268 y 273.


� Sobre su sentido coloquial ver, el Diccionario de la Real Academia en � HYPERLINK "http://lema.rae.es/drae/?val=expresi%C3%B3n" �http://lema.rae.es/drae/?val=expresi%C3%B3n�.  


� Artículo 13.  Libertad de Pensamiento y de Expresión. […]


5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional. 


� Tesis: 1a. CCXV/2009, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXX, diciembre de 2009, p. 287 de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU IMPORTANCIA EN UNA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL.”


� Entre otros precedentes internacionales, destacan sobre la importancia de la libertad de expresión en la construcción de democracia, las siguientes decisiones: Corte IDH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, párr. 83; Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Interpretación de la Sentencia de Fondo. Sentencia de 4 de septiembre de 2001. Serie C No. 84, párr. 152; Corte IDH. Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párr. 69; Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Lehideux and Isorni v. France, del 23 de septimebre de 1988, párr. 55; Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Otto-Preminger-Institut v. Austria, del 20 de septiembre de 1994, párr. 49; Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Castells v. Spain, del 23 de abril de 1992, párr. 42; Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Müller and Others v. Switzerland, del 24 de mayo de 1988, párr. 33; Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Lingens v. Austria, del 8 de julio de 1986, párr. 41; y Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of The Sunday Times v. United Kingdom, del 29 de marzo de 1979.


� Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-391/07 del 22 de mayo de 2007, p. 195-198: “En su dimensión política, la libertad de expresión cumple numerosas funciones específicas: (i) el debate político amplio y abierto protegido por esta libertad informa y mejora la calidad de la elaboración de las políticas públicas, en la medida en que permite “la inclusión de todos los sectores de la sociedad en los procesos de comunicación, decisión y desarrollo” , inclusión que “es fundamental para que sus necesidades, opiniones e intereses sean contemplados en el diseño de políticas y en la toma de decisiones”, permitiendo así el ejercicio equitativo del derecho a la participación; (ii) la libertad de expresión mantiene abiertos los canales para el cambio político, impidiendo mediante la crítica que los gobernantes se arraiguen indefinidamente en una postura ilegítima; (iii) una protección sólida de la libre comunicación de información e ideas previene los abusos gubernamentales de poder, al proporcionarles un contrapeso mediante la apertura de un canal para el ejercicio del poder ciudadano de participación y control de lo público– en otras palabras, proporciona una oportunidad para la discusión de los asuntos de interés general, oportunidad que a su vez frena los riesgos de represión oficial; (iv) promueve la estabilidad sociopolítica, al proveer una válvula de escape para el disenso social y establecer, así, un marco para el manejo y procesamiento de conflictos que no amenaza con socavar la integridad de la sociedad; (v) protege a las minorías políticas activas en un momento dado, impidiendo su silenciamiento por las fuerzas mayoritarias o prevalecientes; y (vi) a un nivel más básico, es una condición necesaria para asegurar la libre expresión de la opinión de los electores al depositar sus votos, optando por un representante político. También se ha indicado que la libertad de expresión (vii) contribuye a la formación de la opinión pública sobre asuntos políticos y a la consolidación de un electorado debidamente informado, dado que materializa el derecho de los ciudadanos a comprender los asuntos políticos y les permite, así, participar efectivamente en el funcionamiento de la democracia, (viii) haciendo efectivo el principio de autogobierno representativo por los ciudadanos mismos y (viii) el de responsabilidad de los gobernantes ante el electorado, así como (ix) el principio de igualdad política. Finalmente, se ha enfatizado que (x) la libertad de expresión fortalece la autonomía del individuo en tanto sujeto político dentro de un régimen democrático, y que (xi) al permitir la construcción de opinión, facilita el control social sobre el funcionamiento, no solo del sistema político, sino de la sociedad misma, incluyendo el ordenamiento jurídico y sus necesidades de evolución o modificación. Desde esta perspectiva, pues, la principal finalidad de la libertad de expresión es la de profundizar la democracia; se trata, según ha indicado la Corte Constitucional, de “un derecho básico y central para el modelo de sociedad sobre la cual se construye una democracia constitucional”.”


� Sala Primera del Tribunal Constitucional de España STC 107/1988 del 8 de junio de 1988: “Este entendimiento del citado problema es constitucionalmente insuficiente, por desconocer que las libertades del art. 20 de la Constitución, no sólo son derechos fundamentales de cada persona, sino que también significan el reconocimiento y garantía de la opinión pública libre, que es una institución ligada de manera inescindible al pluralismo político, valor esencial del Estado democrático, estando, por ello, esas libertades dotadas de una eficacia que transciende a la que es común y propia de los demás derechos fundamentales, incluido el del honor, SSTC 6/1981, de 16 de marzo; 104/1986, de 17 de julio, y 165/1987, de 27 de octubre.”


� Amparo directo 6/2009, resuelto por la Primera Sala el 7 de octubre de 2009 por unanimidad de cinco votos de los Ministros José de Jesús Gudiño Pelayo quién formuló voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Sergio A. Valls Hernández (Ponente).


� Amparo directo 28/2010, resuelto por la Primera Sala el 23 de noviembre de 2011 por mayoría de cuatro votos de los Ministros: Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), en contra del emitido por el señor Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia quien formuló voto particular.


� De acuerdo a Sullivan, Kathleen M. y Gunther, Gerald. Constitutional Law, 17ª edición, Thomson Reuters/Foundation Press, 2010, p. 765; la libertad de expresión en su dimensión política cumple con las siguientes funciones: (i) informa y mejora la calidad de la elaboración de las políticas públicas; (ii) mantiene abiertos los canales para el cambio político, impidiendo mediante la crítica que los gobernantes se arraiguen indefinidamente en una postura ilegítima; (iii) previene los abusos gubernamentales de poder; y (iv) promueve la estabilidad sociopolítica, al proveer una válvula de escape para el disenso social. 


� Este criterio fue recogido en la tesis 1a. XXVII/2011 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, libro IV, enero de 2012, tomo 3, p. 2915, de rubro: “MEDIOS DE COMUNICACIÓN. SU RELEVANCIA DENTRO DEL ORDEN CONSTITUCIONAL MEXICANO”.


� Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Casado Coca v. Spain, del 24 de febrero de 1994. 


� Amparo directo en revisión 1013/2013, resuelto por la Primera Sala el 12 de junio de 2013 por unanimidad de cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, pp. 37-38.


� Schauer, op. cit, p. 277.


� Artículo 13.  Libertad de Pensamiento y de Expresión


 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.


 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:


 a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o


 b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas.


 3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones.


 4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2.


 5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.


� Artículo 13.  Libertad de Pensamiento y de Expresión […]


 5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.


� Así, en el caso resultan aplicables las consideraciones del amparo directo 28/2010, resuelto por la Primera Sala el 23 de noviembre de 2011 por mayoría de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), en contra del emitido por el señor Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia quien formuló voto particular, pp. 78 y 79. Consideraciones que se ven reflejadas en la tesis 1a./J. 31/2013 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro XIX, abril de 2013, tomo 1, p. 537, de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA CONSTITUCIÓN NO RECONOCE EL DERECHO AL INSULTO”; y la tesis 1a./J. 31/2013 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro XIX, abril de 2013, tomo 1, p. 537, de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA CONSTITUCIÓN NO RECONOCE EL DERECHO AL INSULTO”.


� Virginia Pharmacy Board v. Virginia Citizens Consumer Council, 425 U.S. 748 (1976).


� Schauer, op. cit, p. 281.  


� Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Barthold v. Germany, del 25 de marzo de 1985, párr. 42.


� Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Müller and Others v. Switzerland, del 24 de mayo de 1988, párr. 27.


� Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Case of Markt intern Verlag GmbH and Klaus Beermann v. Germany, del 20 de noviembre de 1989, párr. 26. En dicho precedente se sostuvo que, a pesar de que era claro que la expresión en cuestión era comercial, dicha información no podía ser excluida del ámbito de protección del artículo 10.1 de la Convenio Europeo de Derechos Humanos (en el que se protege la libertad de expresión), el cual no se aplica exclusivamente a ciertos tipos de información, ideas o expresiones.


� Cfr. Casado Coca, supra nota 33.


� Artículo 10. Libertad de Expresión. […]


2. El ejercicio de estas libertades, que entrañan deberes y responsabilidades, podrá ser sometido a ciertas formalidades, condiciones, restricciones o sanciones, previstas por la ley, que constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacional, la integridad territorial o la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la moral, la protección de la reputación o de los derechos ajenos, para impedir la divulgación de informaciones confidenciales o para garantizar la autoridad y la imparcialidad del poder judicial.


� Ver por ejemplo Valentine v. Chrestensen, 316 U.S. 52 (1942), Pittsburgh Press Co. v. Pittsburgh Human Relations Comm’n, 413 U.S. 376 (1973). 


� Virginia State Board of Pharmacy Board v. Virginia Citizens Consumer Council, Inc 425 U.S. 748 (1976). 


� Central Hudson Gas & Electric v Public Service Commission, 447 U.S. 557 (1980).


� Para ver otros asuntos donde se ha aplicado el test de Central Hudson se recomienda ver Board of Trustees, State Univ. Of New York v. Fox 492 U.S. 469 (1989), Metromedia, Inc. v. San Diego, 453 U.S. 490 (1981) y Posadas de Puerto Rico Assocs. v. Tourism Company of Puerto Rico, 478 U.S. 328 (1986).


� Amparo directo 28/2010, resuelto por la Primera Sala el 23 de noviembre de 2011 por mayoría de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), en contra del emitido por el señor Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia quien formuló voto particular, pp. 70 y 71. 


� En el caso de Virginia State Board of Pharmacy v. Virginia Citizens Consumer Council, Inc el Justice Blackmun sostuvo que era necesario proteger las expresiones comerciales debido a que en un sistema de libre mercado la colocación de recursos se hace a través de decisiones económicas privadas. Por tanto, en su opinión, existe un interés público en que esas decisiones sean inteligentes y bien informadas para lo cual es indispensable la libre circulación de información comercial. Entonces, aún si la Primera Enmienda protegiera principalmente la formación de decisiones públicas en un sistema democrático, no podríamos decir que la protección de las expresiones comerciales no cumple con ese propósito.


� Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-391/07 del 22 de mayo de 2007, p. 200-201: “1.2.5. Razones derivadas de la dignidad humana. Una tercera serie de consideraciones que justifican la protección de la libertad de expresión, parten del supuesto según el cual la comunicación es un aspecto integral del derecho de cada individuo al desarrollo y la realización personales. Esta perspectiva subraya la importancia que tiene el proceso expresivo para el individuo, en el sentido de promover la autonomía individual, la expresión de la propia identidad y la autorrealización personal; se asume que las restricciones sobre lo que una persona puede decir, escribir, ver, oír o leer, inhiben el crecimiento de su personalidad y coartan el control que ejerce sobre su propio razonamiento, y que a menos que las personas puedan expresar sus creencias y actitudes a través de discusiones abiertas y en respuesta a las críticas y al intercambio con otras, no podrán desarrollarse intelectual y espiritualmente. Se enfatiza, dentro de esta óptica, que la expresión tiene un valor intrínseco afirmativo de la libertad individual, la autonomía y la realización personal, tanto para los hablantes como para los escuchas individuales. La libertad de expresión constituye, desde este punto de vista, un medio que permite a los individuos desarrollar sus facultades, por lo cual se enfatiza su carácter de derecho fundamental de la persona. La Corte Constitucional también ha adoptado esta perspectiva en múltiples oportunidades, resaltando que la libertad de expresión, además de ser medular para los sistemas democráticos, tiene un valor intrínseco en tanto derecho fundamental por su importancia para la dignificación de la persona: “…en la medida en que tanto información e ideas son elementos necesarios para la definición, y realización social de los distintos proyectos de vida individuales, resulta claro que constituye un ingrediente esencial para el respeto de la dignidad humana”.  También ha explicado la jurisprudencia constitucional que “[l]a libertad de expresión cumple funciones trascendentales en una democracia pero su protección constitucional no depende sólo de ello sino también de su valor intrínseco en tanto derecho fundamental. La protección de la libertad de expresión es un fin en sí mismo como manifestación de lo que entendemos por un ser humano digno y autónomo y por una sociedad de personas igualmente libres. La libertad de expresión, verbal o no verbal, es valiosa en cuanto posibilita la proyección de cada persona como sujeto individual y permite la realización de sus planes de vida. Solo una sociedad compuesta de personas libres de expresar quienes son y quienes quieren ser, puede reclamarse como abierta, pluralista y participativa”.  Similarmente, para la Corte Europea de Derechos Humanos, una de las funciones esenciales de la protección de la libertad de expresión radica en que ésta permite la realización personal de cada individuo. 


El énfasis sobre el elemento de auto-realización y dignificación implícito en la expresión, extiende el ámbito de protección de esta libertad fundamental más allá del campo político al arte, la literatura, las ciencias, la religión, la recreación y la publicidad, entre múltiples otros campos. Además, justifica el otorgamiento de protección constitucional a expresiones que no necesariamente conllevan un beneficio público para la consolidación de la democracia pero son, no obstante, importantes para la realización individual de quien se expresa.”   


� Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-391/07 del 22 de mayo de 2007, pp. 203-204: “1.3.2. Presunción de primacía de la libertad de expresión frente a otros derechos, valores y principios constitucionales en casos de conflicto. Cuandoquiera que el ejercicio de la libertad de expresión entre en conflicto con otros derechos, valores o principios constitucionales, su posición privilegiada exige que se haya de otorgar, en principio, una primacía a la libertad de expresión; dicha primacía cesará cuando se demuestre que el otro derecho, valor o principio constitucional adquiere mayor peso en el caso concreto, a la luz de las circunstancias generales en que el conflicto se ha suscitado, y con cumplimiento de las condiciones constitucionales que admiten la limitación de esta libertad.  De esta forma, en varias oportunidades la Corte ha explicado que cuando se presenta un conflicto entre la libertad de expresión y otro derecho fundamental, se ha de proceder a un ejercicio de ponderación sobre la base de la primacía de la libertad de expresión en cualquiera de sus manifestaciones.  Por supuesto, si después de la ponderación resulta claro que los derechos de menores de edad están siendo afectados, y la armonización con la libertad de expresión es imposible, se dará aplicación al artículo 44 de la Carta.”


� Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-391/07 del 22 de mayo de 2007, p. 204: “1.3.3. Sospecha de inconstitucionalidad de las limitaciones sobre la libertad de expresión y aplicación de un control de constitucionalidad estricto. Cualquier limitación estatal sobre la libertad de expresión, a través de los actos de cualquier autoridad pública –en ejercicio de funciones legislativas, administrativas, judiciales, policivas, militares o de otra índole-, se ha de entender como una intervención constitucionalmente sospechosa.  En la misma medida en que existe una presunción de protección constitucional de toda expresión, existe una sospecha de inconstitucionalidad de las intervenciones estatales sobre el ejercicio de esta libertad.  En consecuencia, toda limitación de la libertad de expresión está sujeta a un control constitucional estricto, en el curso del cual se ha de determinar que están dadas las exigentes condiciones jurídicas que permiten dicha limitación en casos concretos, las cuales imponen a la autoridad que pretende establecer tal limitación una carga de justificación especialmente elevada. El nivel de exigencia del control constitucional, que de entrada es estricto, se puede ver reforzado por el tipo de expresión del cual se trate, por el medio que se utilice para transmitir dicha expresión a otros, o por el carácter de la regulación.


�Amparo directo 3/2011, resuelto por la Primera Sala el  30 de enero de 2013 por unanimidad de cinco votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, p. 74.


� Relatoria Especial para la Libertad de Expresión, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Marco jurídico interamericano sobre el derecho a la libertad de expresión, CIDH/ASDI/OEA, 2009, párr. 32.


� Schauer, op. cit, p. 283.


� Sullivan, op. cit, p. 772.


� Post, Robert. "The Constitutional Status of Commercial Speech." UCLA L. Rev.48 (2000): 1-57, p. 17.


� Collins, Ronald KL, Shiffrin, Steven H., Chemerinsky, Erwin, and Sullivan, Kathleen. "Thoughts on Commercial Speech: A Roundtable Discussion (February 23, 2007)." Loy. LAL Rev. 41 (2007): 333-357, p. 339.


� Se deben resaltar tres factores para determinar que la libertad de expresión en materia política se debe proteger más que en materia comercial. Primero, la regulación parece más peligrosa en la esfera política que en la comercial debido a que el gobierno tendrá especial interés en censurar las expresiones de sus adversarios políticos. En segundo lugar, la mayoría de la regulación en materia de protección al consumidor está basada en la premisa de que es mucho más fácil vigilar las expresiones comerciales que las políticas ya que el productor generalmente está consciente de las características de sus productos. En contraste, la legislación que prohíbe expresiones políticas maliciosas sería totalmente incompatible con el pluralismo político. En tercer lugar, es más fácil que las expresiones políticas sean disuadidas que las expresiones comerciales. Randall, Maya Hertig. "Commercial Speech Under the European Convention on Human Rights: Subordinate or Equal?" Human Rights Law Review 6, no. 1 (2006): 53-86, p. 84.


� Ídem.
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� Amparo Directo 28/2010, resuelto por la Primera Sala el 23 de noviembre de 2011, por mayoría de cuatro votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, José Ramón Cossío Díaz, quien se formuló derecho concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), en contra del emitido por el señor Ministro Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, quien formuló voto particular, p. 73-76.


Amparo directo en revisión 2411/2012, resuelto por la Primera Sala el 5 de diciembre de 2012, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, p. 48-50.


� Amparo directo 3/2011, resuelto por la Primera Sala el  30 de enero de 2013 por unanimidad de cinco votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo, p. 77-80.
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� NMX-F-033-1982. Alimentos para humanos. Puré de tomate Envasado. Elaborada por: la Subsecretaría de Salubridad, la Dirección General de Laboratorios de Salud Pública, Distribuidora CONASUPO, S.A. de C.V., Clemente Jacques y Cia., S.A. de C.V., Elías Pando, S.A. de C.V., Empacadora del Bajío, S.A., Herdez, S.A., Productos del Monte, S.A. de C.V. y la Asociación Nacional de Empacadores de Productos Alimenticios, A.C.


� “Por tanto, es claro que ********** publicitó el producto denominado “Puré de Tomate **********” mediante la pieza publicitaria que nos ocupa, de la cual se desprende que el mensaje publicitario que se pretendió dar a conocer a la población consumidora fue el de resaltar el resultado que arrojó el estudio emitido por esta Procuraduría Federal del Consumidor, con la finalidad de publicar y por ende comercializar el producto de referencia, pretendiendo generar en los consumidores mayor confianza al señalarse en la publicidad el resultado del estudio realizado por esta Procuraduría en el sentido de que “El Puré de Tomate **********” era el mejor de los 18 productos que fueron analizados; sin embargo, esta publicidad aparte de ser engañosa por las consideraciones que se han expuesto, también estaba prohibida por lo que en la especie la proveedora no acreditó otra finalidad para haber realizado la publicación de la pieza publicitaria que nos ocupa.” Página 18 del oficio SPS/DGP/0544/2011 mediante el cual la Procuraduría Federal del Consumidor multó a la quejosa.


�“Dado lo anterior es que la publicidad difundida por Conservas **********., aun siendo verdadera, es parcial, inexacta y tendenciosa y por ende puede inducir a error o confusión de la población consumidora, incidiendo en el ánimo de compra del consumidor de una manera errónea.” Página 12 del oficio SPS/DGP/0544/2011 mediante el cual la Procuraduría Federal del Consumidor multó a la quejosa.


� “En efecto, del análisis de la pieza publicitaria en cuestión se desprende que se transcribió la información contenida el (sic) artículo denominado “En busca del tomate perdido”, publicado en la Revista del Consumidor, número 407, del mes de enero de 2011; sin embargo únicamente se hizo referencia a una parte del mismo, y no se señalaron todos los estudios realizados, tales como que el “Puré de Tomate **********”, “Puré de Tomate **********” y el “Puré de Tomate **********” contienen más sólidos de tomate que el del “Puré de Tomate **********”, o bien que para poder llamarse “puré”, las marcas deben contener como mínimo 10% de sólidos solubles de tomate, lo que está estipulado (sic) en una “Norma Mexicana”, que es la referencia de calidad de estos productos, y que el “Puré de Tomate ********** en “Tomate envasado” únicamente alcanzó el 9.7%, y que además en cuanto a los purés de tomate condimentado envasado y tomate envasado los productos “Puré de Tomate Condimentado **********” y “Puré de tomate **********”, son loqs que contienen mayor porcentaje de sal.” Página 12 del oficio SPS/DGP/0544/2011 mediante el cual la Procuraduría Federal del Consumidor multó a la quejosa 


� Artículo 10.- El Laboratorio Nacional de Protección al Consumidor tendrá las siguientes atribuciones:


I. Diseñar, instrumentar y supervisar la realización de investigaciones, estudios y análisis de carácter técnico-científico sobre las características y calidad de los productos y servicios que se ofrecen en el mercado;


� Manual Específico de Organización del Laboratorio Nacional de Protección al Consumidor, versión 3, p. 4.


� Ídem.


� Ídem. 


� Manual Específico de Organización del Laboratorio Nacional de Protección al Consumidor, versión 3, p. 36.


� En la página 45 de la Revista del Consumidor, núm. 407, de enero de 2011 se publica la ficha técnica del estudio de calidad.


� Artículo 24.- La Procuraduría tiene las siguientes atribuciones:


X. Actuar como perito y consultor en materia de calidad de bienes y servicios y elaborar estudios relativos;


� Artículo 32 (aplicable al caso).- La información o publicidad relativa a bienes, productos o servicios que se difundan por cualquier medio o forma, deberán ser veraces, comprobables y exentos de textos, diálogos, sonidos, imágenes, marcas, denominaciones de origen y otras descripciones que induzcan o puedan inducir a error o confusión por engañosas o abusivas.


Para los efectos de esta ley, se entiende por información o publicidad engañosa o abusiva aquella que refiere características o información relacionadas con algún bien, producto o servicio que pudiendo o no ser verdaderas, inducen a error o confusión por la forma inexacta, falsa, exagerada, parcial, artificiosa o tendenciosa en que se presenta.


La información o publicidad que compare productos o servicios, sean de una misma marca o de distinta, no podrá ser engañosa o abusiva en términos de lo dispuesto en el párrafo anterior. La Procuraduría podrá emitir lineamientos para la verificación de dicha información o publicidad a fin de evitar que se induzca a error o confusión al consumidor.


� Tesis: 1a. LX/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXIII, abril de 2011, p. 308, de rubro: “EXPOSICIÓN DE MOTIVOS Y DETERMINACIÓN DE LA VOLUNTAD DEL LEGISLADOR: FUNCIONES QUE CUMPLEN EN EL ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS.”


� Artículo 28.- […] Las leyes fijarán bases para que se señalen precios máximos a los artículos, materias o productos que se consideren necesarios para la economía nacional o el consumo popular, así como para imponer modalidades a la organización de la distribución de esos artículos, materias o productos, a fin de evitar que intermediaciones innecesarias o excesivas provoquen insuficiencia en el abasto, así como el alza de precios. La ley protegerá a los consumidores y propiciará su organización para el mejor cuidado de sus intereses.


� Artículo 20.- La Procuraduría Federal del Consumidor es un organismo descentralizado de servicio social con personalidad jurídica y patrimonio propio. Tiene funciones de autoridad administrativa y está encargada de promover y proteger los derechos e intereses del consumidor y procurar la equidad y seguridad jurídica en las relaciones entre proveedores y consumidores. Su funcionamiento se regirá por lo dispuesto en esta ley, los reglamentos de ésta y su estatuto.


� Sullivan, op. cit, p. 938.
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